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ALCANCE DIGITAL N° 24 16-02-2023 

Alcance con  Firma  digital (ctrl+clic) 

PODER LEGISLATIVO  
 

PROYECTOS   

 

EXPEDIENTE N.° 23.544 
 

REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 6 Y 40 DE LA LEY N.° 4351 DENOMINADA LEY ORGÁNICA DEL 
BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL PARA EL FORTALECIMIENTO DE LAS RESERVAS 
O FONDOS ESPECIALES PARA PROYECTOS O PROGRAMAS CON FINES DE DESARROLLO SOCIAL  
 

EXPEDIENTE N.° 23.540 
 

PROMOCIÓN DEL DESARROLLO Y LA COMPETITIVIDAD (FUSIÓN DE MINISTERIOS 
ECONÓMICOS)  
 

EXPEDIENTE N.° 23.535 
 

DECLARATORIA DE CIUDADANO DE HONOR AL DRAMATURGO, DIRECTOR Y ACTOR LUIS 
BARAHONA RIVERA, CONOCIDO COMO LUCHO BARAHONA  
 

REGLAMENTOS  
 

BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL  

 

REGLAMENTO PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LOS FONDOS ESPECIALES  
 

MUNICIPALIDADES 

 

MUNICIPALIDAD DE MATINA  
 

REFORMA AL REGLAMENTO PARA LA FORMULACIÓN, APROBACIÓN, EJECUCIÓN Y 
EVALUACIÓN DEL PLAN- PRESUPUESTO DE LA MUNICIPALIDAD DE MATINA 

 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2023/02/16/ALCA24_16_02_2023.pdf
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LA GACETA 

Gaceta con Firma  digital  (ctrl+clic)   

PODER LEGISLATIVO  
 

NO SE PUBLICAN LEYES 

 

PODER EJECUTIVO  

 

ACUERDOS  

 

● PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 
 

ACUERDO N° 198-P 

 

NOMBRAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO NACIONAL DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA, EN 
CALIDAD DE REPRESENTANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE RECTORES (CONARE), AL SEÑOR 
EMMANUEL GONZÁLEZ ALVARADO, EN SU CALIDAD DE PRESIDENTE DEL CONSEJO NACIONAL 
DE RECTORES (CONARE), COMO REPRESENTANTE PROPIETARIO, Y A LA SEÑORA NOELIA 
MADRIGAL BARRANTES, EN SU CALIDAD DE VICERRECTORA DE VIDA ESTUDIANTIL DE LA 
UNIVERSIDAD TÉCNICA NACIONAL COMO SU SUPLENTE. 
 

● MINISTERIO DE COMERCIO EXTERIOR 
 

DOCUMENTOS VARIOS  
 

● GOBERNACIÓN Y POLICÍA 

● AGRICULTURA Y GANADERIA 

● EDUCACION PUBLICA 

● JUSTICIA Y PAZ 

● AMBIENTE Y ENERGIA 
 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES  

 

● AVISOS  
 

CONTRATACION PUBLICA  
 

● LICITACIONES 

● AVISOS  
 

REGLAMENTOS  
 

CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL  

 

MANUAL DE PROCEDIMIENTO PARA INACTIVAR LA ACTIVIDAD PATRONAL EN EL SISTEMA 
CENTRALIZADO DE RECAUDACIÓN (SICERE), POR INCUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 66 DEL 
REGLAMENTO DEL SEGURO DE SALUD DE LA CCSS PUBLICACIÓN DE PRIMERA VEZ 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2023/02/16/COMP_16_02_2023.pdf
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MUNICIPALIDADES  

 

MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA 
 

REGLAMENTO DE LA AUDIENCIA PÚBLICA DEL PLAN REGULADOR EN MODALIDAD MIXTA 
(VIRTUAL Y PRESENCIAL)  
 

MUNICIPALIDAD DE MORAVIA 
 

ASUNTO: SOLICITUD DE REVISIÓN DEL “REG. PARA NORMAR LOS PROCEDIMIENTOS EN LAS 
DIFERENTES ETAPAS DE LA ACTIVIDAD CONTRACTUAL (…)” Y APROBACIÓN DE REG. PARA LA 
ADQUISICIÓN DE ALIMENTOS Y BEBIDAS PARA ACTIVIDADES OFICIALES DE LA MUNICIPALIDAD 
DE MORAVIA. 
 

ASUNTO: CONSULTA PÚBLICA DE REGLAMENTO PARA LA CONFORMACIÓN, ORGANIZACIÓN Y 
FUNCIONAMIENTO DEL COMITÉ CANTONAL DE LA PERSONA JOVEN DE MORAVIA.  
 

ASUNTO: ADICIÓN DE ARTÍCULO 26 AL REGLAMENTO DEL CUERPO DE LA POLICÍA MUNICIPAL. 
 

ACUERDA SOMETER A CONSULTA PÚBLICA NO VINCULANTE, POR UN PLAZO DE DIEZ DÍAS 
HÁBILES, A PARTIR DE SU PUBLICACIÓN, EL SIGUIENTE: REGLAMENTO PARA PREVENIR, 
ATENDER, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LA POLÍTICA DE 
LA MUNICIPALIDAD DE MORAVIA 
 

MUNICIPALIDAD DE MATINA 
 

REGLAMENTO PARA EL TRÁMITE Y APROBACIÓN DE MODIFICACIONES PRESUPUESTARIAS DE 
LA MUNICIPALIDAD DE MATINA 

 

REMATES  

 

● AVISOS 
 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  
 

● UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

● UNIVERSIDAD NACIONAL 

● INSTITUTO TECNOLOGICO DE COSTA RICA 

● INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS 

● PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 

● AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PUBLICOS 

● INSTITUTO COSTARRICENSE DE PESCA Y ACUICULTURA 

● ENTE COSTARRICENSE DE ACREDITACION  
 

REGIMEN MUNICIPAL  
 

● MUNICIPALIDAD DE LEON CORTES 

● MUNICIPALIDAD DE BELEN 

● MUNICIPALIDAD DE SAN PABLO DE HEREDIA 

● MUNICIPALIDAD DE NANDAYURE 

● MUNICIPALIDAD DE HOJANCHA 
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AVISOS   
 

● CONVOCATORIAS  
 

COLEGIO DE PROFESIONALES EN 
INFORMÁTICA Y COMPUTACIÓN 

 

La Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Informática y Computación, comunica que 
mediante acuerdo N° 11-03-2023 de la sesión ordinaria: 03-2023, celebrada el 9 de febrero 
de 2023, acordó en firme convocar a asamblea general extraordinaria N° I-2023, a celebrarse 
de forma presencial el 31 de marzo de 2023, en primera convocatoria a las 17:30 horas en 
San José, Zapote, auditorio de las instalaciones del Instituto Tecnológico de Costa Rica (TEC) -
Campus Tecnológico San José. De no existir quórum en primera convocatoria, la Asamblea 
sesionará una hora después en segunda convocatoria en el mismo lugar según el quórum de 
ley. 
 

El orden del día de la asamblea es el siguiente: 
 

Artículo I Verificación del quórum y apertura de la asamblea. 

Artículo II Lectura del orden del día y palabras 
de bienvenida del presidente de la junta directiva. 

Artículo III Conocimiento de la renuncia del miembro del Tribunal 
de Ética Profesional. 

Artículo IV Postulaciones y elección del nuevo miembro del 
Tribunal de Ética Profesional. 

Artículo V Juramentación del miembro elegido para el puesto del 
Tribunal de Ética Profesional. 

Artículo VI Clausura. 

  
Ing. Harry Barrantes Fallas, Presidente Junta Directiva 2022-2024. — 1 vez. — 
(IN2023716736). 
 

● AVISOS 
 

NOTIFICACIONES  
 

● EDUCACION PUBLICA 

● JUSTICIA Y PAZ 

● CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL 

● JUNTA DE ADMINISTRACION PORTUARIA Y DE DESARROLLO ECONOMICO DE LA 

VERTIENTE ATLANTICA 

● MUNICIPALIDADES 

● AVISOS 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/


 

5 

BOLETÍN  JUDICIAL.  N° 29 DE 16 DE FEBRERO DE 2023 

Boletín con Firma digital  (ctrl+clic)   

 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  
 

SALA CONSTITUCIONAL 

 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad 
 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 
HACE SABER: 

 

PRIMERA PUBLICACIÓN 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 23-002032-0007-CO que promueve 
Manuel Montoya Carranza en su condición personal y en calidad de presidente y 
apoderado generalísimo sin límite de suma de la Federación de Acueductos de la Zona 
Protectora El Chayote, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional 
de La Corte Suprema de Justicia. San José, a las catorce horas treinta y cinco minutos del seis 
de febrero de dos mil veintitrés. /Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta 
por Manuel Montoya Carranza, portador de la cédula de identidad nro. 6-128-463, en su 
condición personal y en calidad de presidente y apoderado generalísimo sin límite de suma 
de la Federación de Acueductos de la Zona Protectora El Chayote, cédula jurídica nro. 3-002-
356567, para que se declaren inconstitucionales el artículo 33 bis y los párrafos segundo y 
cuarto del ordinal 33 ter, ambos de la Ley Forestal, adicionados mediante Ley nro. 10210 de 
5 de mayo de 2022, publicada en La Gaceta nro. 101 del 01 de junio de 2022, por estimarlos 
contrarios a los artículos 7, 50 y 89 de la Constitución Política, así como a los principales 
constitucionales de derecho ambiental de no regresión, progresividad y tutela científica. Se 
confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de La República, al Presidente 
de La Asamblea Legislativa, al Ministro de Ambiente y Energía, al Secretario General de la 
Secretaría Técnica Nacional Ambiental y al Gerente General del Servicio Nacional de Aguas 
Subterráneas, Riego y Avenamiento. El accionante alega que impugna el artículo 33 bis de la 
Ley Forestal, adicionado mediante Ley nro. 10210 de 5 de mayo de 2022, referente a la 
infraestructura civil en áreas de protección urbanas y rurales, dado que, pese relacionarse 
con el manejo de biodiversidad y del recurso hídrico, se elaboró sin mediar estudios técnicos 
y científicos justificantes, aspecto que transgrede el principio de tutela científica. Afirma que 
también se detecta una inconstitucionalidad por omisión respecto de dicha norma, pues, en 
primer lugar, no prevé que, antes de emitirse el acto habilitador para cada proyecto -que 
debe emitir la Dirección de Agua-, debe existir debidamente aprobada una licencia 
ambiental por parte de la SETENA, donde se valore el principio precautorio y los efectos 
ambientales acumulados de otros proyectos que ya operen en la zona, y en segundo lugar, la 
norma es omisa en señalar que las competencias que tiene asignadas por ley -desde 1983- el 
Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA) se mantienen y que 
las labores competenciales asignadas a la Dirección de Agua, no alteran los estudios y 
autorizaciones que debe hacer el SENARA en materia agrícola vinculada a la gestión integral 
del recurso hídrico. Respecto del párrafo segundo del citado artículo 33 bis acusa, 
específicamente, que esta norma autoriza a conceptualizar a ciertos proyectos per se, sin 
estudios previos justificantes, como obras de bajo impacto ambiental, pese que, para 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2023/02/bol_16_02_2023.pdf
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determinar la significancia y categorización de obras de bajo impacto ambiental, se 
requería tener el respaldo necesariamente técnico y científico, que no existió en este caso. 
Alega que el vicio de inconstitucionalidad de este segundo párrafo de la norma 33 bis se 
incrementa al constatar que los diputados nunca consideraron que el sitio donde se 
realizarían las obras ahí descritas y otras, son áreas designadas por nuestro 
ordenamiento jurídico como de alta fragilidad ambiental, que requieren necesariamente una 
EIA específica con estudios técnicos para cada proyecto donde se mida la significancia 
ambiental del impacto que podría ser alta, dependiendo de aspectos ambientales que deben 
ponderarse. Acusa que calificar de forma genérica y con numerus apertus una infinidad de 
proyectos en áreas de protección como de bajo impacto es inconstitucional por regresión. 
Alega que el artículo 33 ter, relativo a obras de recuperación y rehabilitación en áreas de 
protección en zonas urbanas y rurales, presenta los mismos vicios de inconstitucionalidad ya 
indicados en sus párrafos segundo y cuarto. En cuanto al citado artículo 33 bis, estima que 
este es inconstitucional en su totalidad. Reclama, en primer lugar, una violación constitucional 
por elaborarse una norma sin estudios dentro de la ciencia y la técnica. Indica que el principio 
de tutela científica establece que no se pueden hacer modificaciones legales sin que las 
mismas estén justificadas por la ciencia y la técnica, pues las repercusiones 
medioambientales podrían ser nefastas y contrarias al deber de garantizar, defender y 
preservar el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado que señala la norma 
50 constitucional. En el caso específico del artículo 33 bis, asevera que en el expediente de la 
Asamblea Legislativa no se encuentra un estudio (ni siquiera básico) que justifique la 
redacción total del texto de tal norma 33 bis, lo que motiva que se declare su 
inconstitucionalidad. Señala que debe considerarse que los aspectos que se entran a regular 
en tal disposición normativa están totalmente vinculados a la biodiversidad y al agua, por lo 
que se requería una total certeza de mínima afectación, que solo podría ser garantizada si los 
legisladores hubieren contado con los estudios que fundamentaban su decisión. Nótese que 
los diputados relajaron el ordenamiento jurídico al reducir a una categoría de “bajo impacto 
ambiental” a una lista amplia y genérica de proyectos por mera discrecionalidad, según lo 
dispuesto en el párrafo segundo de tal norma. Además, insiste que olvidaron -o desconocían- 
que todas las áreas de protección en Costa Rica son lugares que ya tienen establecida una 
categoría de sitios de “alta fragilidad ambiental”, es decir, son lugares donde existe un alto 
riesgo de generarse daños ambientales y que requieren de un cuidado extremo, por lo que, 
en síntesis, hubo impericia y negligencia en elaborar la norma, que vicia todo el artículo 33 
bis de la Ley Forestal. Alega que el hacer proyectos en sitios de recarga acuífera, o bosques, a 
orillas de ríos, o quebradas, sobre nacientes, etc., tales como puentes, o plataformas de 
observación, por citar algunos, podrían implicar talar árboles, cortar ramas, afectar 
ecosistemas de epífitas, de insectos, o aves, amarrar cables que estrangulan árboles, perforar 
el suelo para poner postes en lugares donde el nivel freático sea alto y fácil de contaminar 
acuíferos, usar concreto contaminante, utilizar pintura, hacer soldadura, dar mantenimiento 
con anticorrosivos, etc., que son obras y labores que pueden generar impactos negativos 
irreversibles sin lugar a dudas, pero nada de ello fue ponderado, ni valorado mediante 
estudios por el Poder Legislativo al aprobar la ley y ese solo hecho es totalmente irregular y 
violatorio del numeral 50 constitucional. Indica que también debe pensarse en el impacto 
negativo visual al paisaje con obras invasivas en los parajes que ha mencionado y a los que el 
propio legislador en el pasado ya había destacado como lugares a proteger especialmente, 
según lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley Orgánica de Ambiente, que está vinculado al 
numeral 89 constitucional. Cuestiona, el accionante, cómo se protegerá el paisaje en áreas de 
protección, si todos los proyectos autorizados han sido considerados como de “bajo impacto 
ambiental” y, por ende, no se incluiría para ellos ningún estudio técnico. Cita el voto nro. 
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2003-6324 de esta Sala sobre la protección al paisaje. Alega que las obras autorizadas por 
disposición legal como de bajo impacto, son para edificarse en áreas de protección, por lo que 
el riesgo de daños ambientales al paisaje es manifiesto también. Sostiene que existe reiterada 
jurisprudencia constitucional en el sentido que el principio de razonabilidad y el de 
objetivación deben ser observados por los legisladores a la hora de elaborar normas (cita el 
voto 7294-1998). Incluso, regularse de forma confusa aspectos de manejo de aguas residuales 
de terrenos agrícolas vinculados a mantos acuíferos, es un aspecto que pesa a favor de tener 
que declarar la inconstitucionalidad. Sostiene que los párrafos primero y segundo de la norma 
33 bis entraron a normar lo anterior de forma regresivamente peligrosa. Cita los votos de esta 
Sala números 2005-14293, 2006-17126, 2009-2009, 2012-13367 y 2022-025307. Por lo que 
solicita que se declare la inconstitucionalidad del artículo 33 bis por violación de los ordinales 
50 y 89 constitucionales y los principios de tutela científica y de razonabilidad. Añade que ese 
mismo numeral impugnado, en su último párrafo, señala que: “La responsabilidad de 
autorizar estas obras residirá exclusivamente en la Dirección de Agua del Ministerio de 
Ambiente y Energía, los cuales establecerán los requisitos y estudios necesarios. como plazos 
de la administración para resolver” (el resaltado no corresponde al original). Alega que tal 
texto se podría mal interpretar en el sentido que la SETENA ya no estará encargada de revisar 
previamente los estudios, ni determinar los estudios o protocolos necesarios para las obras o 
desarrollos en las áreas de protección, y ello es sumamente delicado y peligroso para el 
ambiente y las generaciones presentes y futuras. Alega que, desde 1995, la SETENA -por 
disposición legal expresa prevista en la Ley Orgánica del Ambiente- ha venido perfeccionando 
y depurando protocolos para hacer evaluaciones de impacto ambiental (EIA) en áreas de 
protección, como consta en su normativa en sus diferentes anexos o secciones, que están 
vinculados a las normas 50 y 89 constitucionales, por lo que considera que es vital que esta 
Sala disponga, al menos, que al ser confusa por omisión la redacción de la norma 33 bis, 
amerita la emisión de un criterio interpretativo de los magistrados donde se señale que la 
Dirección de Agua requerirá al proyectista una licencia ambiental previa emitida sobre la 
viabilidad ambiental del proyecto antes de trasladar sus gestiones a la citada dirección, donde 
se garantice que se han ponderado todos los elementos necesarios y que se han tomado todas 
las medidas de mitigación, prevención y preservación del ambiente. Sostiene que lo anterior 
es fundamental, pues con ello se garantiza que el Estado busque proteger y preservar 
espacios que son vitales y que incluso han sido considerados por la propia SETENA como sitios 
de alta fragilidad ambiental. Alega que es oportuno recordar que los artículos 17, 83 y 84 de 
la Ley Orgánica del Ambiente siguen vigentes y lo ahí dispuesto está acorde con un universo 
de normas supra e infra legales que obligan a Costa Rica a cumplir con las EIA. Debe 
considerarse que la SETENA es una oficina especializada en evaluaciones de impacto 
ambiental y la Dirección de Agua no. Asevera que esta Sala ha indicado, sobre la significancia 
de las EIA, que: “el Estudio de Impacto Ambiental previo constituye el instrumento técnico 
idóneo para cumplir el principio precautorio que rige la materia ambiental, razón por la cual, 
prescindir de él implica omitir la prevención debida tratándose de la intervención humana en 
el medio...” (voto nro. 6322-03) Por su parte, en la Opinión Consultiva de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos nro. OC-23-17, sobre el tema de las evaluaciones 
ambientales, se expone: “158. En sentido similar, la Corte Internacional de Justicia ha 
manifestado que el deber de debida diligencia implica llevar a cabo un estudio de impacto 
ambiental cuando existe un riesgo de que una actividad propuesta pueda tener un impacto 
adverso significativo en un contexto transfronterizo y, particularmente, cuando involucra 
recursos compartidos...”. Alega que en el voto nro. 15760-2008, esta Sala también ha resuelto 
que las EIA deben ser consideradas por los legisladores para evitar daños ambientales. Por eso 
estima que la redacción de la norma 33 bis in fine amerita, al menos, un criterio interpretativo, 
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para que no se entienda que con los estudios que hará la Dirección de Agua se suplen los que 
podría exigir la SETENA. Sería inconstitucional considerar que los estudios que haga la Dirección 
de Agua serán evaluaciones de impacto ambiental, pues esto dejaría dos oficinas haciendo la 
misma labor y ello violenta la proporcionalidad y la razonabilidad, más que, como ha señalado, 
la SETENA es la dependencia especializada en Costa Rica para valorar las EIA desde hace más 
de dos décadas y tiene el personal especializado. Añade que los artículos 17, 83 y 84 de la Ley 
Orgánica del Ambiente y la norma 94 de la Ley de la Biodiversidad obligan a hacer EIA y esos 
ordinales están por conexidad relacionadas al ordinal 14 de la Convención sobre la Diversidad 
Biológica (Ley nro. 7416), por lo que se hace imperativa una sentencia interpretativa para evitar 
confusiones. También debe tenerse presente que Costa Rica es signataria de Convención Relativa 
a los Humedales de Importancia Internacional, Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas 
(Ramsar, 02/02/71) y si bien en ese instrumento no se hace referencia expresa a la EIA, no puede 
perderse de vista su artículo 3, que establece la obligación de fomentar la conservación y el uso 
racional de los humedales, obligando a las partes contratantes a adoptar medidas cuando se 
puedan producir daños a estos ecosistemas -que contienen áreas de protección- y claro que esa 
protección se hace mediando estudios que colaboren en predecir y mitigar efectos negativos al 
objetivo de la convención, por lo que tácitamente se debe considerar que el instrumento obliga 
a hacer evaluaciones de impacto ambiental del tipo que sea. También debe tenerse en cuenta 
que en la Sexta Conferencia de las Partes de la Convención Ramsar, conocida como COP 6, se 
aprobó la Recomendación 6.2, que considera que en las políticas de EIA ha de prestarse atención 
a los objetivos de conservación de los humedales y se solicita que se examinen las directrices 
existentes sobre EIA aplicables a los humedales y se tomen disposiciones oportunas para elaborar 
“Directrices Ramsar” en cuanto a impacto ambiental relacionado a la conservación y uso racional 
de los humedales. Asimismo, las Recomendaciones 3.3 y 3.5, que están referidas a los 
instrumentos de la EIA, reconocen que estas evaluaciones son un mecanismo que ayudará a 
definir los efectos ambientales de proyectos o acciones en los humedales, que son una especie 
de bosques muy frágiles, que -como se dijo- contienen sitios que son áreas de protección y por 
tanto envueltas en lo que ahora se discute. Por su parte, tomando en cuenta el soft law, también 
se tienen referencias como hojas de ruta para que se considere las EIA como aspectos 
fundamentales en los Estados. Cita el principio 11, incisos b y c, de la Carta Mundial de la 
Naturaleza, así como el documento denominado Metas y Principios de la Evaluación de 
Impacto Ambiental establecidas por el PNUMA mediante la Decisión 14/25 de 1987. También 
menciona que en Declaración sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de Janeiro, 1992) 
se adoptó como elemento decisivo en cualquier decisión estatal la Evaluación de Impacto 
Ambiental, ya que la considera como un instrumento de desarrollo duradero e integrador del 
principio precautorio. Alega que su principio 17 habla de que deberá existir una autoridad 
nacional competente que decida sobre tal evaluación de impacto ambiental y por lógica y por 
mera racionalidad ambiental lo objetivo es que sea solo una dependencia gubernamental la 
que exista y, a la fecha y desde hace más de 20 años, esta ha sido la SETENA, misma oficina 
que ha tenido esa competencia de forma exclusiva; en consecuencia, jamás se debería pensar 
que la Dirección de Agua también será competente para valorar los impactos ambientales, si 
las normas de la Ley Orgánica del Ambiente siguen vigentes y, sobre todo, si no existe una 
justificación técnica-jurídica que traslade la mencionada labor competencial. Por todo ello, 
considera que la palabra “exclusividad” prevista en el último párrafo en la norma cuestionada 
33 bis es inconstitucional. Tal “exclusividad” supondría, además de crease una duplicidad 
de competencias, que se podrían saltar las exigencias legales y constitucionales de pedir 
evaluaciones de impacto ambiental a los proyectistas. Afirma que todo lo indicado sobre las 
EIA va de la mano del principio de progresividad previsto en artículo 26 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (Ley nro. 4534). Indica, el accionante, que también le 
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parece fundamental que exista una sentencia interpretativa, si es que no se admite una 
inconstitucionalidad de toda la norma 33 bis, porque en esa nueva disposición legislativa se 
detalla que los “vertidos de aguas residuales procedentes de un sistema de tratamiento y 
descargas de drenaje agrícola para bajar el nivel freático que puede ser por canal abierto o 
por tubería; todo, sin deterioro de la calidad del agua y el cauce de obras”, requerirán de 
estudios y aprobaciones, donde la Dirección de Agua tendrá exclusividad en exigirlos y 
analizarlos, lo que genera un problema que amerita la interpretación, pues de no ser así, ello 
se confronta con labores que realiza ya el SENARA, conforme lo dispuesto en la Ley nro. 6877, 
artículos 2 (incisos a y b) y 3 (incisos a, ch y e). Es decir, las competencias, según la 
modificación de la Ley Forestal, son exclusivas de la Dirección de Agua para obras de “vertidos 
de aguas residuales procedentes de un sistema de tratamiento y descargas de drenaje agrícola 
para bajar el nivel que puede ser por canal abierto o por tubería; todo, sin deterioro de la 
calidad del agua y el cauce de obras”, pero resulta que, a la vez, también las obras, la 
fiscalización, la investigación, las autorizaciones y estudios en temas idénticos los tiene el 
SENARA, según las normas ya citadas de la Ley nro. 6877. De esta forma, la Dirección de Agua 
exclusivamente velará por el manejo de recurso hídrico superficial y subterráneo en principio 
en áreas de protección vinculadas a la producción agropecuaria, pero el SENARA también 
tiene encomendada esa labor especializada para todo el país, como lo señalan las normas 
2 y 3 de la ley de esta última institución. Por lo que existe un traslape competencial o una 
duplicidad de labores que debe ser aclarada, pues existe una omisión legislativa que genera 
incertidumbre y que, a la postre, podría traer daños ambientales significativos. Cuestiona el 
accionante quién será el competente verdaderamente para hacer estudios y otorgar actos 
habilitadores a proyectos agropecuarios donde exista el manejo del recurso hídrico, o por qué 
no se pensó incluso en el traslado de competencias y en el manejo presupuestario cuando se 
elaboró la norma 33 bis sabiéndose que existían competencias similares con SENARA, o 
será que se trasladará personal del SENARA a la Dirección de Agua ya que esa oficina tiene 
el capital personal especializado, o SENARA dejará de manejar parte de sus labores o 
coordinará con la Dirección de Agua. Alega, el accionante, que de no emitirse una aclaración 
interpretativa se estaría ante una inconstitucionalidad por omisión. Considera que es clara la 
impericia legislativa que al final podría generar atrofia institucional y repercusiones 
ambientales en ecosistemas altamente frágiles como lo son las áreas de protección, cuya 
labor y objetivo es proteger ríos, mantos acuíferos, nacientes, bosques y humedales. Debe 
tenerse presente que con la duplicidad de competencias se generan gastos exorbitantes 
dobles, descuido en los estudios, confusión para los administrados y eventuales daños 
ambientales por una pésima o nula gestión integral y fiscalización del recurso hídrico y todo 
ello está vinculado a la norma 50 constitucional y la efectividad en la protección ambiental 
que el Estado debe dar. Solicita que, de mantenerse la norma, al menos se emita una 
sentencia interpretativa que disponga que todas las competencias administrativas 
institucionales siguen vigentes para SETENA y SENARA y que la Dirección de Agua deberá 
coordinar con cada una de ellas de previo a otorgar autorizaciones o licencias. Alega, 
finalmente, en cuanto al citado artículo 33 bis, que uno de los vicios más graves de 
inconstitucionalidad e inconvencionalidad es que los legisladores, sin criterios técnicos y 
científicos, relajaron una serie de proyectos ambientales a la categoría más básica que es la 
de obras “bajo impacto ambiental”. Lo abusivo está en que, conforme al Reglamento 
General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA), Decreto 
Ejecutivo nro. 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC de 24 de mayo de 2004, se establece que 
los proyectos declarados como de bajo impacto ambiental requieren simplemente una 
declaración jurada de compromisos ambientales de parte del desarrollador y esto conlleva 
a bajar la rigurosidad y la protección ambiental que el Estado tiene encomendada sobre todo 
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para sitios de alta fragilidad ambiental como lo son las áreas de protección y los sitios que son 
considerados como reservas a favor de la Nación que circundan fuentes de agua, bosques, 
etc. Incluso, según nuestra normativa, en los sitios de alta fragilidad ambiental nunca podrían 
hacerse proyectos de bajo impacto ambiental, por lo que estamos ante una manifiesta 
regresión. Cuestionan, en particular, la redacción del párrafo tercero del numeral 33 bis que 
señala: “Asimismo, se autorizan obras de bajo impacto ambiental tales como plataformas de 
observación, puentes, puentes colgantes, tirolesas, elementos de señalización y otros 
elementos que permita el acceso, la observación y el disfrute seguro de las áreas naturales 
con el menor impacto posible, cuando tengan como fin el desarrollo de actividades turísticas, 
entre otras.” (el destacado no corresponde al original) Acusa que, con lo anterior, los 
diputados tomaron de forma negligente, así como irresponsable, una decisión que les 
correspondía a técnicos o especialistas, sin mediar ningún estudio. Incluso debe entenderse 
que, por lo delicado de las obras en las diferentes áreas de protección que existen en Costa 
Rica -previstas en la Ley Forestal y la Ley de Aguas-, cada obra debería requerir, por aparte, 
de una EIA, con varios filtros y estudios ambientales, tales como estudios arqueológicos, 
sociales, hídricos, impacto visual, impacto acumulado, estudios forestales, etc., pero de la 
manera en que se dispuso, los diputados incurrieron en una seria regresión ambiental al 
relajar los diques existentes. Sostiene que la categorización hecha en la norma 33 bis debe ser 
tomada como inconstitucional, dado que, dentro del expediente de la Asamblea Legislativa no 
existe estudio alguno que justifique por qué se estableció la categoría de bajo impacto 
ambiental a diversos proyectos y con esto se violentó el principio de progresividad. Se aprecia 
en la norma 33 bis, que contrario a establecer mejores controles y fiscalizaciones en áreas de 
protección, todo se relajó. Alega, al efecto, que el mismo Decreto Ejecutivo Nº 31849-MINAE-
S-MOPT-MAG-MEIC, en el Anexo 3, establece que las áreas de protección de ríos y quebradas, 
los bosques y los humedales son sitios de alta fragilidad ambiental y ello conlleva a la 
obligatoriedad de tener que pasar por el tamiz de SETENA y tener que presentarse una serie de 
estudios, como los ya indicados. Manifiesta que no se está hablando específicamente de 
estudios de impacto ambiental, o de planes de gestión ambiental, pues ello no le corresponde 
valorarlo a esta Sala, sino que señala, de forma genérica, que se requieren estudios científicos 
simplemente para medir la incertidumbre y se tomen medidas predictivas de mitigación o 
precaución; es decir, el vicio de inconstitucionalidad estaría dado en que no existirán estudios 
ambientales valorados por SETENA que justifique el por qué “las plataformas de observación, 
puentes, puentes colgantes, tirolesas, elementos de señalización y otros elementos que 
permita el acceso, la observación y el disfrute seguro de las áreas naturales... entre otros”, se 
pueden hacer sin restricción al ser obras de bajo impacto ambiental. Situación que se agrava 
con las palabras “entre otros”, pues la lista es numerus apertus. Acusa que, por no ser 
técnicos, ni especialistas, los legisladores, al disponer que dichas obras en áreas de protección 
son de bajo impacto, automáticamente relajaron nuestro ordenamiento jurídico, pues el 
efecto acumulado de otras obras pasará de lado, pese que el efecto acumulado fue 
contemplado como una obligación en las EIA conforme lo desarrolla la Opinión Consultiva OC-
23-17 que dice: “165. La Corte ha señalado que el estudio de impacto ambiental debe abarcar 
el impacto acumulado que han generado los proyectos existentes y los que vayan a generar 
los proyectos que hubieran sido propuestos... Asimismo, se debe tomar en cuenta el impacto 
causado por otros proyectos existentes. Este análisis permite concluir de una manera más 
certera si los efectos individuales y acumulados de actividades existentes y futuras implican 
un riesgo de daño significativo.” Sostiene que, con base en lo anterior, los efectos acumulados 
deben ser entendidos como uno de los estándares mínimos interamericanos en las EIA, es 
decir, si solo se pide una simple “declaración jurada de compromisos ambientales”, como se 
hace en proyectos de bajo impacto ambiental, el desarrollista fue eximido sin justificación de 
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presentar estudios en sitios de alta fragilidad ambiental. Cita el voto número 11088-2013 de 
esta Sala, referente al principio de progresividad y la prohibición de no regresividad. Alega que, 
con sustente en lo anterior, debe declararse la inconstitucionalidad e inconvencionalidad de la 
norma 33 bis párrafo tercero. En lo referente específicamente el artículo 33 ter, el accionante 
aclara que no la cuestiona completamente, sino que de forma parcial (párrafos dos y cuatro). 
Precisa que tal norma señala, en su párrafo segundo, que: “Lo dispuesto en el párrafo anterior 
será aplicable únicamente para las actividades autorizadas en el artículo 33 bis”. Considera 
que ese párrafo debe de ser analizado en razón de los argumentos ya expuestos; es decir, se 
señaló que toda la norma 33 bis es inconstitucional al carecer de estudios técnicos que la 
fundamenten y que al no existir un respaldo técnico-jurídico se violentaba el principio 
precautorio y el de objetivación, y en caso de no aceptarse ese argumento, la norma 33 bis 
podrían ser interpretada, diciéndose que las competencias del SENARA y de la SETENA 
quedaban intactas; pero, respecto al segundo párrafo, que categoriza varias obras como de 
“bajo impacto ambiental”, se insistió en la declaratoria de inconstitucionalidad y de 
inconvencionalidad, por no existir estudios que ampararan dicho párrafo del 33 bis, y también 
se argumentó que si a los desarrolladores solamente se les exige una simple declaración 
jurada de compromisos ambientales ante un notario, prácticamente se está ante una 
desregularización del principio precautorio (no se harán estudios hidrogeológicos, forestales, 
sociales, ni se verá el efecto acumulado, etc.) que está previsto en diversas normas del 
derecho previsto en el hard law y soft law. Indica que, por todo lo anterior, también se debe 
declarar inconstitucional el citado párrafo de la norma 33 ter. El accionante añade que, para 
ser consecuente con lo expuesto anteriormente, también considera que se debe emitir una 
interpretación racional y lógica donde se disponga que el último párrafo de esta norma 33 ter 
se aclarará en el sentido que el hecho de existir una exclusividad en emitir un acto final 
habilitador por parte de la Dirección de Agua no elimina las competencias de la SETENA. Sobre 
el tema del impacto a sitios de alta fragilidad ambiental, indica el accionante que debe 
establecerse cuáles son las áreas de protección en Costa Rica y señala que la respuesta está 
en la propia Ley Forestal y en la Ley de Aguas, que están vinculadas ambas al numeral 50 
constitucional. Alega que estas dos leyes contienen áreas a proteger que no pueden ser 
separadas. Cita los artículos 33 de la Ley Forestal y 31, 32 y 149 de la Ley de Aguas. Señala 
que muchos terrenos ricos en biodiversidad deben ser protegidos, pues el propio legislador 
previó desde el pasado darles un especial resguardo, donde les otorgó el calificativo especial 
de áreas de protección, reservas a favor de la Nación, o bosques que den resguardo a 
nacientes, o sean sitios de recarga acuífera entre otros. Considera que los actuales diputados 
debieron de haber seguido con la línea ya trazada de prever un halo de protección especial 
por lo frágil de esos ecosistemas, pero contrario a ello, al decirse en la norma 33 bis, que los 
proyectos que se hagan en esos sitios iban a ser de “bajo impacto ambiental”, bajaron los 
estándares sin justificación. Conforme al numeral 8 de la Ley de la Biodiversidad, que está 
vinculado por conexidad al numeral 50 constitucional, todos los inmuebles deben cumplir una 
función ecológica. Ello exige un deber de protección de sitios como los previstos, tanto en la 
Ley Forestal como en la Ley de Aguas, antes dichos. En este caso, incluso opera el 
principio de irreductibilidad de los ecosistemas ya reconocido por esta misma Sala. 
Argumenta que, aunque el turismo sea vital para nuestro sistema económico, no por ello ese 
sector tiene que verse exonerado o privilegiado de no cumplir las exigencias ambientales de 
nuestro Estado, pues todo ello podría ir en detrimento de los ecosistemas y del derecho a un 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado que tienen las presentes y las generaciones 
futuras. Alega que, ponderando todo lo anterior, se observa que, desde el pasado, la SETENA 
(Poder Ejecutivo) ya consideró que los sitios antes enumerados debían protegerse 
especialmente y por ello estableció el citado ANEXO 3, dentro del Decreto Ejecutivo Nº 
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31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC, al referirse a las áreas ambientales frágiles. Sostiene que 
la anterior norma está vinculada a los numerales 50 y 89 constitucionales por conexidad y es 
por ello que encuentra asidero técnico para señalar que los diputados incurrieron en una 
inconstitucionalidad al hablar en la norma 33 bis que varios tipos de proyectos, dentro de las 
áreas de protección, serían de bajo impacto ambiental, pues ello es una contradicción, que 
elimina las exigencias de los estudios y desmejora el concepto de área de protección y esto 
violenta abiertamente también el principio de progresividad, el de proporcionalidad y el de 
razonabilidad. Acusa que, al parecer, los legisladores olvidaron también el concepto de 
impactos acumulados que deberían ponderarse en cualquier EIA. Olvidaron que, 
dependiendo del tamaño de los puentes en los cauces o plataformas, la cercanía de posibles 
nacientes captadas y los metros de construcción, el impacto podría ser uno que ameritaría un 
estudio de impacto ambiental complejo y, ante tanta falencia, olvidaron y 
desconocieron la situación técnica inmersa en la decisión de considerar que muchos 
proyectos iban a ser catalogados como de bajo impacto ambiental y por esto se obliga acoger 
la inconstitucionalidad de la norma 33 bis. Insiste que los proyectos u obras de bajo impacto 
ambiental no requieren EIA, conforme lo establecido en Decreto Ejecutivo Nº 31849-MINAE-
S-MOPT-MAG-MEIC, capítulo II, sección 1-A, artículo 4 bis, con la expresa exclusión de 
aquellas actividades, obras o proyectos que se encuentren localizadas en áreas 
ambientalmente frágiles. Señala que, si se concuerda esa norma, con la lista de sitios prevista 
en el Anexo 3 ya citado y la Ley Forestal y la Ley de Aguas, existe una confrontación con la 
norma 33 bis. Alega que existe una grosera contradicción y la regresión hecha por los 
legisladores, quienes, sin estudios justificantes, dispusieron que diversos tipos de proyectos 
eran viables sin estudios, pese que estarían ubicados en sitios de alta fragilidad ambiental. 
Conforme a la norma 33 bis, existe una gama amplía e indefinida de proyectos como puentes, 
puentes colgantes, plataformas, etc., que quedaron al lado de obras tan de baja significancia, 
como aquellas que son un simple movimiento de tierras de menos de 200 metros cúbicos, 
etc., cuando en realidad son desarrollos en sitios como bosques, ricos en biodiversidad y en 
agua, donde la más mínima alteración podría generar daños ambientales tales como 
contaminaciones a mantos acuíferos, entre otros. Es claro que las áreas de protección son 
puntos críticos de alta fragilidad ambiental que la propia Administración o los legisladores del 
pasado consideraron que debían protegerse con recelo, hasta antes de la modificación de la 
ley cuestionada. Debe considerarse lo previsto en el numeral 26 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y el ordinal 11 del Protocolo de San Salvador, que son instrumentos 
debidamente ratificados por Costa Rica que obligan a defender el ambiente. Sin embargo, 
conforme lo dispuesto en la norma 33 bis, lo que antes eran sitios de alta fragilidad ambiental 
desaparecieron de forma regresiva al ser categorizados ahora como sitios de baja significancia 
ambiental. Los requisitos normativos para los proyectos de bajo impacto ambiental están 
contenidos en el numeral 20 del Decreto Ejecutivo nro. 31849-MINAE-S-MOPT-MAC-MEIC, que 
señala que ese tipo de desarrollos aprobarán el trámite simplemente presentando una Declaración 
Jurada de Compromisos Ambientales conocida como DICA. Indica que todo lo anterior permite 
notar la regresión de manera panorámica, pues, con la norma 33 bis, los diputados desregularizaron 
los EIA en sitios de alta fragilidad ambiental y esto es inconstitucional. Finalmente, acusa una 
violación al derecho de participación y al de información ambiental. Argumenta que si se parte del 
hecho que el legislador exoneró de EIA a una serie de proyectos ubicados en áreas de protección, 
esto implica que también se dejó de lado el derecho de participación y el de información que tiene 
la sociedad civil para conocer y manifestarse previamente sobre lo que ocurra en sitios de alta 
fragilidad, por cuanto, ningún proyecto categorizado como de “bajo impacto ambiental” (que se 
aprueba con solo presentar una declaración jurada) tendrá en Costa Rica una audiencia pública, ni 
tendrá estudios, ni medidas de mitigación, lo que violenta los numerales 9 y 50 constitucionales. 
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Insiste que ningún proyecto de baja significancia es dado a conocer al público por lo que existe una 
falta de transparencia con esa categorización de bajo impacto ambiental. La sola categorización de 
un proyecto como de bajo impacto incluso elimina la posibilidad de ser exigente en cuanto a los 
requisitos a pedirle al desarrollador. De allí que se haya insistido que se está ante la eliminación de 
diques jurídico-ambientales que podría generar daños ambientales significativos y uno de esos 
daños no solo es a los ecosistemas, sino al derecho de participación y las implicaciones que ello 
conlleva. Afirma, el accionante, que debe recordarse lo dispuesto en el septuagésimo quinto 
período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en el tema 72 b), denominado 
“Promoción y protección de los derechos humanos: cuestiones de derechos humanos, incluidos otros 
medios de mejorar el goce efectivo de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 
Obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, 
limpio, saludable y sostenible”, del 15 de julio de 2020, de lo que se deriva que la participación 
ciudadana y las EIA en las áreas de protección en general son vitales para Costa Rica y significan 
defensa de derechos humanos ambientales. También cita la Opinión Consultiva 23/17 de la Corte 
IDH, que reconoce el derecho de participación y el de información como derechos humanos en 
materia ambiental. Lo que también tiene respaldo en el numeral 9 constitucional. 
Consecuentemente, al disponerse que los proyectos en áreas de protección serán de bajo 
impacto ambiental, que -por ende- no requerirán estudios ambientales ni sociales ni de 
ningún tipo, se está cercenando el derecho a participar en decisiones fundamentales para 
proteger los ecosistemas y el recurso hídrico vinculadas al numeral 50 constitucional y al 
principio 10 de la Declaración de Río 92. También considera que con la pérdida del derecho 
de participación se transgrede el principio de buena fe y hasta el de transparencia que debe 
tener la Administración Pública y por ello considera oportuno que se diga que con lo previsto 
en la norma 33 bis se violenta el concepto de desarrollo sostenible democrático. Las 
obligaciones de transparencia y de rendición de cuentas van de la mano y se encuentran 
contenidas en una serie de instrumentos internacionales, entre ellos, la Convención de 
Naciones Unidas contra la Corrupción (artículo 5), la Declaración Río+20 (párrafos 10 y 75) y 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas - Agenda 2030 - (objetivo 16). 
En esa misma línea, la gran mayoría de tratados de libre comercio y acuerdos de asociación 
suscritos por Costa Rica, reafirman el compromiso de prevenir y combatir la corrupción en el 
comercio internacional y de promover principios de transparencia, rendición de cuentas y 
buena gobernanza pública, lo cual, incluye las obligaciones de carácter ambiental asumidas a 
través de dichos instrumentos internacionales de comercio. A nivel constitucional, los artículos 9, 
11, 30, 140, inciso 8, 139, inciso 4, y 191 recogen una serie de principios rectores de la función y 
organización administrativa, que como tales orientan, dirigen y condicionan su quehacer 
cotidiano, dentro de los que destacan la eficacia, eficiencia, simplicidad, celeridad, 
coordinación administrativa, participación, acceso a la información, transparencia y 
rendición de cuentas, mismos que han sido desarrollados ampliamente por la jurisprudencia 
constitucional costarricense en los votos 2003-2120, 2004-7532, 2004-14421, 2011-13524 y 
2012-0005, entre muchos otros. Solicita que, en consecuencia, se declare la inconstitucionalidad 
del ordinal 33 bis y parcialmente del numeral 33 ter, respecto de sus párrafos dos y cuatro, de la 
Ley Forestal, adicionados mediante la Ley nro. 10210 de 5 de mayo de 2022. Esta acción se admite 
por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 
a 79. La legitimación del accionante proviene del artículo 75, párrafo segundo, de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, en tanto se alega la defensa de intereses difusos, en protección del 
derecho fundamental a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Publíquese por tres 
veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos 
jurídicos de la interposición de la acción: La publicación prevista en el numeral 81 de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional tiene por objeto poner en conocimiento de los tribunales y los órganos 
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que agotan la vía administrativa, que la demanda de inconstitucionalidad ha sido establecida, a 
efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, 
disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya 
hecho pronunciamiento del caso. De este precepto legal se extraen varias reglas. La primera, y 
quizás la más importante, es que la interposición de una acción de inconstitucionalidad no 
suspende la eficacia y aplicabilidad en general de las normas. La segunda, es que solo se 
suspenden los actos de aplicación de las normas impugnadas por las autoridades judiciales en los 
procesos incoados ante ellas, o por las administrativas, en los procedimientos tendientes a agotar 
la vía administrativa, pero no su vigencia y aplicación en general. La tercera es que –en principio-
, en los casos de acción directa (como ocurre en la presente acción), no opera el efecto 
suspensivo de la interposición (véase voto Nº 537-91 del Tribunal Constitucional). Dentro de los 
quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 
figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que 
se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en 
cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de 
inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, además, que de 
conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha 
resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta 
publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los 
casos y condiciones señaladas. La contestación a la audiencia conferida en esta resolución deberá 
ser presentada una única vez, utilizando solo uno de los siguientes medios: documentación 
física presentada directamente en la Secretaría de la Sala; el sistema de fax; documentación 
electrónica por medio del Sistema de Gestión en Línea; o bien, a la dirección de correo 
electrónico Informes-SC@poderjudicial.go.cr, la cual es correo exclusivo dedicado a la 
recepción de informes. En cualquiera de los casos, la contestación y demás 
documentos deberán indicar de manera expresa el número de expediente al cual van 
dirigidos. La contestación que se rindan por medios electrónicos deberá consignar la firma 
de la persona responsable que lo suscribe, ya sea digitalizando el documento físico 
que contenga su firma, o por medio de la firma digital, según las disposiciones establecidas 
en la Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, Nº 8454, a efectos de 
acreditar la autenticidad de la gestión. Se advierte que los documentos generados 
electrónicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de Gestión en Línea o por 
el correo electrónico señalado, no deberán superar los 3 Megabytes. Notifíquese. Notifíquese 
con copia del memorial del recurso./Fernando Castillo Víquez, presidente.» 
Publicar tres veces consecutivas en el Boletín Judicial, tal y como lo estipula el artículo 81 de 
la Ley de la Jurisdicción Constitucional. “De conformidad con el acuerdo tomado por el 
Consejo Superior del Poder Judicial, sesión N° 06-2020, Circular 19-2020, se le comunica que 
en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo 
pago de derechos.” 
San José, 07 de febrero del 2023. 
 

                                                                   Luis Roberto Ardón Acuña 
                                                                                   Secretario 
O.C. Nº 364-12-2021C. — Solicitud Nº 68-2017-JA. — (IN2023715839). 
 


